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«El ámbito de protección del derecho al debido proceso está compuesto tanto 
por prescripciones constitucionales genéricas como por la específica 
configuración legal de las formas propias de cada juicio, pues se trata de una 
garantía de marcada composición normativa. 
 
Entre otras prerrogativas, el art. 29 inc. 4º de la Constitución consagra el 

derecho a ser juzgado sin dilaciones injustificadas. En concordancia con el 
art. 93 inc. 1º ídem, este componente del debido proceso se identifica con el 
derecho humano a ser investigado y juzgado dentro de un plazo razonable 
(arts. 14-3 lit. c) P.I.D.C.P. y 8-1 C.A.D.H.).  
 
En materia penal, bien es sabido que la libertad no sólo puede ser afectada 
mediante la imposición de una pena, sino que, de manera excepcional, 
accesoria y cautelar, atendiendo a criterios de adecuación, necesidad, 
razonabilidad y proporcionalidad, también puede restringirse 
preventivamente con finalidades procesales (aseguramiento de la 
comparecencia del imputado al proceso y conservación de la prueba), de 
protección a la comunidad, en especial a las víctimas, y de aseguramiento del 
eventual cumplimiento de la pena (art. 250-1 de la Constitución).  
 
De ahí que la articulación del derecho a ser juzgado sin dilaciones 
injustificadas con las limitaciones propias que legitiman la restricción 
cautelar de la libertad, permitan afirmar, por una parte, la existencia de una 
garantía fundamental a ser investigado y procesado dentro de términos 
razonables; y, por otra, el derecho humano a ser dejado en libertad si se es 
procesado en detención y se traspasan los límites del plazo razonable. 
 
[...] 
 
La existencia de tal prerrogativa fundamental en el ordenamiento interno 
colombiano ha sido ratificada por la Corte Constitucional, corporación que no 
sólo reconoce en la Constitución el derecho a ser juzgado dentro de plazos 

razonables, preestablecidos legalmente, sino a que las medidas restrictivas de 
la libertad también tengan un plazo máximo de duración, como manifestación 
del principio de proporcionalidad o prohibición de exceso [...]. 
 
[...] 
 
Sin embargo, en tanto manifestación del debido proceso, el plazo razonable 
necesita de una concreción legislativa que, traducida a las formas propias del 



 

juicio, establezca los términos específicos que ha de respetar el Estado para 
perseguir penalmente a una persona con restricción de la libertad personal 
[...]».  
 
MEDIDA DE ASEGURAMIENTO - Fines / MEDIDA DE ASEGURAMIENTO - 
Detención preventiva: plazo máximo de duración 

 
«A la detención provisional se le ha dado el tratamiento de medida cautelar de 
naturaleza personal, adjudicándosele, por una parte, la función de 
aseguramiento del imputado, a manera de garantía de comparecencia al juicio 
y cumplimiento de una eventual condena; por otra, el fin de mantener la 
indemnidad del proceso a través de la conservación de los medios de prueba 
(cfr. art. 250-1 de la Constitución, art. 355 de la Ley 600 de 2000 y art. 296 
de la Ley 906 de 2004). Se trata de precaver los riesgos de fuga y obstrucción 
probatoria, los cuales, incuestionablemente, conspiran contra el legítimo 
propósito de realizar debidamente el proceso penal, como inexorable vía del 
ejercicio de la pretensión punitiva estatal. Así mismo, se le han asignado 
finalidades de protección a la comunidad, en especial a las víctimas. 
 
[...] 
 
[…] Por su propia naturaleza, la detención preventiva, tiene, entonces, una 
duración precaria o temporal porque su finalidad no es sancionatoria, no está 
dirigida a resocializar, a prevenir el delito ni a ejemplarizar, sino que su 
finalidad es puramente procesal y tiende a asegurar el resultado exitoso del 
proceso penal.  
 
Bajo esa óptica, el legislador goza de libertad de configuración para 
determinar el término máximo de duración de las medidas de aseguramiento. 
Al margen de las causales de libertad por vencimiento de términos, según el 
cumplimiento de las diversas etapas procesales (art. 317 nums. 4 al 6 de la 
Ley 906 de 2004 y art. 365 nums. 4 y 5 de la Ley 600 de 2000), una norma 

que limite la vigencia temporal de la detención preventiva, en acatamiento del 
mandato constitucional de prohibición de exceso, se echa de menos en la Ley 
600 de 2000, así como en la redacción original de la Ley 906 de 2004 […]. 
 
[...] 
 
Consciente de tal vacío normativo, mediante el art. 1º de la Ley 1760 del 6 de 
julio de 2015, el legislador estableció un término máximo de vigencia de la 



 

medida de aseguramiento de detención preventiva. Dicha norma, que nunca 
entró en vigencia porque fue subrogada por el art. 1º de la Ley 1786 del 1º de 
julio de 2016, disponía que, salvo lo previsto en los parágrafos 2º y 3º del art. 
317 de la Ley 906 de 2004, el término de las medidas de aseguramiento 
privativas de la libertad no podrá exceder de un año, prorrogable por un año 
más en determinados casos.  

 
Con la entrada en vigor de los términos previstos en el art. 1º de la Ley 1786 
de 2016, a partir del 1º de julio de 2017 (según el art. 5º ídem), es dable 
afirmar que en Colombia, salvo lo previsto en los parágrafos 2º y 3º del art. 
317 de la Ley 906 de 2004, “el término de las medidas de aseguramiento 
privativas de la libertad no podrá exceder de un año. Cuando el proceso se 
surta ante la justicia penal especializada, o sean tres o más los acusados 
contra quienes estuviere vigente la detención preventiva, o se trate de 
investigación o juicio de actos de corrupción de los que trata la Ley 1474 de 
2011 o de cualquiera de las conductas previstas en el Título IV del Libro 
Segundo del C.P., dicho término podrá prorrogarse, a solicitud del fiscal o del 
apoderado de la víctima, hasta por el mismo término inicial. Vencido el 
término, el juez de control de garantías, a petición de la Fiscalía, de la defensa 
o del apoderado de la víctima podrá sustituir la medida de aseguramiento 
privativa de la libertad de que se trate, por otra u otras medidas de 
aseguramiento no privativas de la libertad de que trata el presente artículo”.  
 
Como lo destacó la Corte Constitucional en la sentencia C-221 de 2017, el 
propósito de la norma fue el de reforzar el uso excepcional de la medida de 
aseguramiento en el proceso penal, mediante introducción de límites 
materiales a la imposición de la prisión preventiva y la fijación de términos 
máximos de duración, tanto en cada una de las fases del proceso (art. 317 
nums. 4 al 6 de la Ley 906 de 2004), como en general para todo el trámite 
[...]».  
 
MEDIDA DE ASEGURAMIENTO - Detención preventiva: plazo máximo de 

duración (Ley 1786 de 2016), cobija detenciones que han sido impuestas con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la norma / MEDIDA DE 
ASEGURAMIENTO - Detención preventiva: plazo máximo de duración (Ley 
1786 de 2016), contabilización del término, a partir de la fecha de la detención 
/ PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD - Normas procesales de efectos 
sustanciales: tránsito de leyes en el tiempo / PRINCIPIO DE AFIRMACIÓN 
DE LA LIBERTAD - Concepto 
 



 

«[...] ese límite máximo de duración de la detención preventiva, incorporado al 
ordenamiento jurídico mediante el art. 1º de la Ley 1786 de 2016, cobija 
detenciones que han sido impuestas con anterioridad a la fecha de entrada 
en vigencia de la norma. 
 
En primer lugar, debido a que se trata de la creación o establecimiento de un 

plazo máximo para investigar y juzgar con restricción de la libertad personal, 
cuyo referente inicial de conteo siempre será la fecha de detención. Por 
consiguiente, en ese aspecto no es dable aplicar el art. 40 inc. 2° de la Ley 
153 de 1887, modificado por el C.G.P., máxime que esta última disposición, 
en materia penal, ha de integrarse con el art. 6° inc. 2° de la Ley 906 de 2004, 
conforme a la cual la ley procesal de efectos sustanciales permisiva o 
favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se preferirá de preferencia 
a la restrictiva o desfavorable.  
 
En segundo término, por cuanto, en estrecha conexión con el principio de 
favorabilidad, el art. 295 de la Ley 906 de 2004 consagra el principio de 
afirmación de la libertad, según el cual las disposiciones que autorizan 
preventivamente la privación o restricción de la libertad sólo podrán ser 
interpretadas restrictivamente y su aplicación debe ser necesaria, adecuada, 
proporcional y razonable frente a los contenidos constitucionales. 
Precisamente, sobre éste último particular, cabe anotar que la limitación de 
la duración de la detención es materialización del derecho humano de toda 
persona detenida a ser “juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta 
en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso” (art. 7-5 C.A.D.H., 
integrado a la Constitución por vía del bloque de constitucionalidad (93 inc. 
1º).  
 
En tercer orden, dado que una interpretación subjetiva, aplicando el método 
histórico, confirma que el conteo del término límite se aplica desde la fecha 
de la detención, no a partir de la entrada en vigencia de la norma, como quiera 
que la Ley 1786 de 2016 fue una medida legislativa de última hora, justificada 

para impedir una excarcelación masiva por aplicación del art. 1° de la Ley 
1760 de 2015 (cfr. pie de página Nº 13 supra), que por primera vez incluyó el 
límite de un año (prorrogable a dos) a la duración de la detención preventiva. 
Si el término se empezara a contar a partir de la fecha de promulgación de la 
ley, no habría tenido el legislador que prorrogar la entrada en vigencia de la 
norma». 
 



 

MEDIDA DE ASEGURAMIENTO - Detención preventiva: plazo máximo de 
duración (Ley 1786 de 2016), contabilización del término, a partir de la fecha 
de la detención / MEDIDA DE ASEGURAMIENTO - Detención preventiva: 
plazo máximo de duración (Ley 1786 de 2016), contabilización del término, 
tiene vigencia hasta que se profiere la sentencia de primera instancia, si aplica 
la Ley 600 de 2000, o hasta la lectura del fallo de primera instancia, si aplica 

la Ley 906 de 2004, no hasta la audiencia de lectura de fallo de segunda 
instancia, como afirma la jurisprudencia constitucional 
 
«[...] la contabilización del término máximo de vigencia de la detención 
preventiva ha de partir del momento en que efectivamente se impone dicha 
medida de aseguramiento. Ahora, la cabal comprensión de la consecuencia 
jurídica derivada de la superación del plazo razonable, fijado legalmente para 
la definición del proceso con privación de la libertad del procesado -
sustitución de la detención por una medida de aseguramiento no privativa de 
la libertad- ha de incluir, para los fines del art. 7-5 de la C.A.D.H., la 
determinación de cuándo se entiende que la persona ha sido juzgada.  
 
A ese respecto, la jurisprudencia constitucional (sent. C-221 de 2017) es del 
criterio que el plazo máximo fijado por el art. 1º de la Ley 1786 de 2016 para 
“evacuar” los procesos con personas privadas de la libertad se extiende hasta 
la audiencia de lectura de fallo de segunda instancia. Para la Corte 
Constitucional, ese término funciona como “una cláusula general de libertad 
a favor del acusado, fundada en un cálculo del tiempo prudencial que toma 
el trámite del proceso, precisamente, hasta la adopción del fallo que resuelve 
la apelación contra la sentencia”. De ahí que, en criterio de esa Corporación, 
“las medidas de aseguramiento privativas de la libertad no pueden exceder de 
un año, regla fundada en que este término de detención sin que haya sido 
resulta la apelación de la decisión de primera instancia resulta razonable para 
que el acusado sea dejado en libertad”.  
 
Sin embargo, para la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, 

tal fijación del ámbito temporal de aplicación de la plurimencionada causal 
genérica de libertad por vencimiento del plazo máximo razonable sin que el 
detenido haya sido juzgado se ofrece errónea. Por una parte, se advierte una 
equivocada equiparación de lo que significa ser juzgado, en los términos del 
art. 7-5 de la C.A.D.H. -norma que consagra la causal de libertad por 
vencimiento del plazo razonable-, con la duración del proceso penal como tal; 
por otra, a la hora de interpretar el art. 1º de la Ley 1786 de 2016, únicamente 
se acudió a una interpretación subjetiva de la norma -guiada por el método 



 

histórico- sin consideración de importantes razones sistemáticas y 
teleológicas, suficientemente depuradas por la jurisprudencia especializada 
de la Corte Suprema, concernientes a la vigencia de las medidas de 
aseguramiento, desde la perspectiva material de su fundamento procesal.  
 
En efecto, de manera pacífica y reiterada, la Sala tiene dicho que, en 

consideración a la naturaleza cautelar de la detención preventiva, así como 
en vista de las finalidades a las que sirve en el proceso, tal medida de 
aseguramiento tiene vigencia hasta que se profiere la sentencia de primera 
instancia, si el proceso es tramitado por la Ley 600 de 2000, o hasta la lectura 
del fallo de primera instancia, si se aplica la Ley 906 de 2004. 
 
[...] 
 
Cabe precisar, por otra parte, que si al anunciarse el sentido del fallo de 
carácter condenatorio se omite hacer un pronunciamiento en los términos del 
art. 450 de la Ley 906 de 2004, en concordancia con el art. 449 ídem, los 
efectos de la medida de aseguramiento sólo se extienden hasta el 
proferimiento de la sentencia, pues por mandato del art. 162-5 ídem, así como 
de los arts. 34 y ss. del C.P., el juzgador deberá imponer las penas principales, 
sustitutivas y accesorias. Además, según se desprende de lo estipulado en los 
arts. 63 y 68 A del C.P., también se debe pronunciar acerca de libertad del 
implicado, en referencia a la suspensión de la ejecución de la pena de prisión 
y la prisión domiciliaria.  
 
En esa dirección, si se llegare a conceder la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena, cesan en ese instante los efectos de la medida de 
aseguramiento de detención preventiva, pero si por el contrario se negare, la 
privación de la libertad, en adelante, se fundamentará en la denegación del 
beneficio, decretada en la sentencia condenatoria. 
 
De igual manera, al aplicar el art. 68 A del C.P., si hay lugar a la negativa de 

subrogados penales, ello se materializa en el fallo condenatorio. Es en ese 
instante cuando cesan los efectos jurídicos de la medida de aseguramiento de 
detención preventiva, de manera que la privación de la libertad del procesado, 
en lo sucesivo, también estará sujeta a lo señalado en el fallo que declara la 
responsabilidad penal.  
 
Por consiguiente, en los procesos regidos por la Ley 906 de 2004, la medida 
de aseguramiento tiene vigencia hasta el anuncio del sentido de fallo 



 

condenatorio, allí el juez puede hacer una manifestación expresa acerca de la 
libertad del procesado, disponiendo su encarcelamiento, pero si omite hacer 
una manifestación al respecto en esa oportunidad, la vigencia de la medida 
se extenderá hasta la lectura de la sentencia, momento en el que, por mandato 
legal, no sólo debe imponer la pena de prisión, sino que ha de resolver sobre 
la libertad; en particular, sobre la concesión o negativa de los sustitutos y 

subrogados penales. 
 
Tales razones impiden, entonces, afirmar que el cumplimiento del mandato 
de juzgar al detenido dentro del plazo máximo legal -genérico- (art. 1º de la 
Ley 1786 de 2016, que modificó el art. 307 de la Ley 906 de 2004) se cumple 
con la lectura del fallo de segundo grado, como lo comprende la 
jurisprudencia constitucional.  
 
Esta errónea conclusión también estriba en que, para los efectos del art. 7-5 
de la C.A.D.H., concretados en el art. 1º de la Ley 1786 de 2016, no es lo 
mismo juzgar al procesado privado de la libertad que entender agotado el 
proceso penal como tal. Éste se prolonga más allá de las instancias ordinarias 
(arts. 205 y ss. de la Ley 600 de 2000 y arts. 180 y ss. de la Ley 906 de 2004); 
inclusive, en estricto sentido, comprende etapas posteriores a la ejecutoria de 
la sentencia, como lo es la de ejecución de la pena (arts. 469 y ss. de la Ley 
600 de 2000 y arts. 459 y ss. de la Ley 906 de 2004).  
 
Si el principal objeto del proceso penal es la determinación de la 
responsabilidad penal del acusado, tal propósito se concreta en la decisión 
sobre tal aspecto, contenida en la sentencia. Cuestión diferente es que ese 
juicio -positivo o negativo- sobre la responsabilidad pueda ser sometido a 
controversia por la vía del derecho de impugnación. La indeterminación 
sancionable con la pérdida de la potestad estatal para investigar y juzgar con 
privación de la libertad es aquella donde el estado de acusación se prolonga 
indefinidamente sin que se defina la situación jurídica del procesado, en 
relación con su estado de culpabilidad o de inocencia. Como lo clarifica la 

Corte I.D.H., “el principio del plazo razonable al que hacen referencia los arts. 
7-5 y 8-1 de la Convención Americana tiene como finalidad impedir que los 
acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que ésta se 
decida prontamente”.  
 
Claro, ello no habilita a que el trámite de los recursos sea indefinido, más el 
establecimiento de plazos para la decisión de aquéllos en instancias 
ordinarias y extraordinarias, así como la implementación de sanciones al 



 

Estado por el desconocimiento del principio de celeridad, en tanto 
componente del debido proceso, no sólo es cuestión que igualmente pertenece 
al ámbito de configuración legislativa, sino que se orienta por una teleología 
distinta, debido a que al existir sentencia de primera instancia, ya se cuenta 
con un pronunciamiento judicial sobre la responsabilidad. 
 

[...] 
 
Por último, y no por ello menos importante, la Corte llama la atención en que, 
de acuerdo con la realidad de la práctica jurisdiccional en lo penal, 
constatable por la Sala en el ejercicio de sus funciones constitucionales y 
legales, no es dable afirmar con confiabilidad que los procesos penales 
ordinarios se tramiten en un año (ni en dos), con emisión de sentencia de 
segunda instancia. La realidad está lejos de que se cumplan tales tiempos y, 
de cara a la fijación de los efectos legales de la vulneración del plazo razonable 
en procesos con persona privada de la libertad, ninguna solidez tiene estimar 
la duración efectiva de los procesos, en las diferentes instancias, a partir de 
“la consulta con algunos jueces y fiscales, para comparar las reglas previstas 
en la ley con la práctica”, sin que se cuente con un soporte empírico y 
científico pertinente.  
 
En síntesis, para establecer si opera la causal genérica de libertad por 
vencimiento del plazo máximo de vigencia de la medida de aseguramiento (art. 
1º de la Ley 1786 de 2016), habrá de verificarse si el término previsto en la 
norma ha transcurrido sin que se haya realizado la audiencia de lectura de 
fallo de primera instancia, en procesos regidos por la Ley 906 de 2004, y en 
asuntos gobernados por la Ley 600 de 2000 (cfr. num. 3.2 infra), sin que se 
haya proferido sentencia de primer grado.  
 
Con estas apreciaciones, la Corte Suprema de ninguna manera cuestiona la 
razón que fundamenta la decisión adoptada en la sentencia C-221 de 2017, 
sino que, de cara a la aplicación judicial de la figura bajo estudio ha de 

efectuar las precisiones conceptuales pertinentes, en relación con los 
distintos fundamentos, de orden procesal, que justifican la restricción 
preventiva de la libertad personal en el proceso penal.  
 
La Corte Constitucional juzgó la exequibilidad de la norma (art. 307 de la Ley 
906 de 2004, modificado por el art. 1º de la Ley 1786 de 2016) afirmando, en 
esencia, que el legislador estableció un parámetro límite para contabilizar el 
término de duración de la detención preventiva (de uno o dos años). La Sala, 



 

armonizando la vigencia de la jurisprudencia penal especializada con la 
norma en mención, pone de presente que la referida medida de aseguramiento 
sólo opera hasta la sentencia de primera instancia o la lectura de ésta si la 
decisión es condenatoria, sin que la tangencial conceptualización realizada 
por la jurisprudencia constitucional modifique tal entendimiento ni, mucho 
menos, permita afirmar que, si se supera el plazo máximo de vigencia 

temporal de la detención preventiva sin que se haya dictado -o leído- 
sentencia de segunda instancia, hay lugar a la libertad del detenido». 
 
MEDIDA DE ASEGURAMIENTO - Detención preventiva: plazo máximo de 
duración (Ley 1786 de 2016), vencimiento del término, sustitución de la 
medida de aseguramiento, diferente a la libertad provisional por vencimiento 
de términos 
 
«De cara a la resolución de la solicitud elevada por el defensor conviene 
precisar que el vencimiento del plazo razonable -genérico- para investigar y 
juzgar al procesado privado de la libertad, previsto en el art. 1º de la Ley 1786 
de 2016, trae una consecuencia jurídica diversa al restablecimiento inmediato 
de la libertad por vencimiento de los términos -específicos- previstos en el art. 
317 de la Ley 906 de 2004, aplicables según el cumplimiento de etapas 
procesales (imputación, presentación del escrito de acusación, instalación del 
juicio y emisión del sentido del fallo).  
 
A diferencia de estas últimas causales de libertad por vencimiento de 
términos, el parágrafo del art. 307 ídem, adicionado por el art. 1º de la Ley 
1786 de 2016, establece, por una parte, que al margen de la etapa en que se 
encuentre el proceso, en ningún caso una medida de aseguramiento privativa 
de la libertad puede durar más de un año -prorrogable por otro más en 
determinadas circunstancias-; por otra, que si se supera ese plazo la 
detención preventiva pierde vigencia y ha de ser sustituida por una medida 
de aseguramiento no privativa de la libertad (art. 307 lit. b de la Ley 906 de 
2004).  

 
Tal distinción entre el término genérico máximo de vigencia de la detención 
preventiva y las causales específicas de libertad por vencimiento de términos 
es reconocida por la jurisprudencia constitucional (sent. C-221 de 2017) [...]».  
 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO - Favorabilidad: coexistencia de 
legislaciones / SISTEMA PENAL ACUSATORIO - Favorabilidad: medidas de 
aseguramiento, el término máximo de las medidas de aseguramiento 



 

privativas de la libertad aplica por favorabilidad a casos adelantados bajo la 
Ley 600 de 2000 
 
«Como en el asunto bajo examen se reclama el restablecimiento de la libertad 
personal por exceso del término máximo genérico de vigencia de la detención 
preventiva, en seguida procede la Corte a analizar si la norma que fijó tal 

término en la Ley 906 de 2004 resulta aplicable para asuntos tramitados por 
la Ley 600 de 2000. 
 
[...] 
 
Es criterio consolidado de la Sala que, como concreción del principio de 
favorabilidad, es dable aplicar retroactivamente normas procesales de efectos 
sustanciales contenidas en la Ley 906 de 2004 a procesos adelantados por la 
Ley 600 de 2000. Ello, condicionado a que, además de la sucesión de leyes en 
el tiempo y el tránsito o coexistencia de las mismas, se cumplan los siguientes 
criterios: i) que las figuras jurídicas enfrentadas tengan regulación en las dos 
legislaciones; ii) que respecto de aquellas se prediquen similares presupuestos 
fáctico-procesales y iii) que con la aplicación beneficiosa de alguna de ellas no 
se resquebraje el sistema procesal dentro del cual se le da cabida al instituto 
favorable. 
 
Pues bien, en el presente caso, no hay duda de que la norma procesal cuya 
aplicación retroactiva se reclama, en primer lugar, produce efectos 
sustanciales determinados a partir de su naturaleza. Ésta corresponde a la 
concreción de una garantía fundamental que desarrolla tanto los contornos 
específicos del debido proceso -en su componente del derecho a ser juzgado 
sin dilaciones injustificadas- como los contenidos del principio constitucional 
de proporcionalidad (prohibición de exceso), en relación con la limitación de 
las injerencias en la libertad personal a través de medidas cautelares en el 
proceso penal. Y la disposición normativa concernida, desde luego, es 
favorable al procesado, en la medida en que la fijación de un término máximo 

de vigencia de la detención preventiva no existe en la Ley 600 de 2000.  
 
En segundo orden, salta a la vista que la detención preventiva, en tanto 
medida cautelar accesoria al proceso penal, encuentra regulación en las dos 
codificaciones procesales que aquí se contrastan (arts. 355 y ss. de la Ley 600 
de 2000 y arts. 306 y ss. de la Ley 906 de 2004). En las dos legislaciones 
están determinados, entre otros aspectos, las finalidades asignadas a las 
medidas de aseguramiento, los requisitos sustanciales y formales para su 



 

imposición, los motivos de suspensión o sustitución y las causales de 
revocatoria. La detención preventiva no es, entonces, propia de ningún 
esquema procesal ni, mucho menos, propia de alguno de los mencionados 
códigos de procedimiento penal.  
 
En tercer término, los supuestos fáctico-jurídicos que dan lugar a la 

imposición de las medidas de aseguramiento son similares. Contrastados los 
arts. 355 y 366 de la Ley 600 de 2000 con los arts. 296 y 308 de la Ley 906 
de 2004, puede afirmarse que la aplicación de la detención preventiva está 
condicionada a la verificación -concurrente, no alternativa- de los mismos 
presupuestos materiales, a saber:  
 
Por una parte, el denominado estado de sospecha fundada, constituido por la 
acreditación de la materialidad del delito y por la probable atribución de 
responsabilidad al imputado; por otra, el concerniente a la urgencia de 
conjurar los riesgos que la libertad del imputado representan para la 
comunidad o las víctimas y para la indemnidad del proceso penal (riesgos de 
fuga o de obstrucción probatoria).  
 
Finalmente, para la Sala es claro que con la aplicación beneficiosa del 
parágrafo 1º del art. 307 de la Ley 906 de 2004, modificado por el art. 1º de 
la Ley 1786 de 2016, a procesos penales tramitados por la Ley 600 de 2000 
no se afecta la estructura del esquema procesal diseñado en este último 
Código de Procedimiento Penal.  
 
En efecto, al tratarse de una medida cautelar, accesoria al proceso, la 
aplicación de la detención preventiva de ninguna manera tiene que ver con 
los rasgos estructurales que caracterizan el curso de la investigación y el 
juzgamiento en uno u otro esquema procesal. En el mejor lenguaje 
procesalista, la medida de aseguramiento tiene una naturaleza incidental que 
difiere del objeto mismo del proceso penal -la determinación de la 
responsabilidad penal de un individuo-. Es un apéndice, y por ello, su 

aplicación no está en capacidad de trastocar las bases fundamentales, 
características y diferenciadoras de un determinado modelo de enjuiciamiento 
penal.  
 
Desde una perspectiva constitucional (art. 250-1), las medidas de 
aseguramiento sirven al logro de los cometidos asignados al derecho penal, 
en tanto instrumento de protección -de última ratio- de bienes jurídicos, y 
persiguen, en concreto, el aseguramiento de la comparecencia al proceso, la 



 

conservación de la prueba y la protección de la comunidad. Estas finalidades 
han de conseguirse al margen de las formas propias y la tendencia asignada 
a la investigación o al juzgamiento. De ahí que la teleología asignada a la 
detención preventiva sea la misma en las Leyes 600 de 2000 (art. 355) y 906 
de 2004 (art. 296). Lo que varía, entonces, es la regulación específica de las 
medidas cautelares personales en una u otra codificación procesal penal.  

 
Y dentro de esa regulación, como se expuso en precedencia (cfr. nums. 3.1.1 
y 3.1.2 supra), el establecimiento de un límite máximo de vigencia de la 
detención es manifestación de la garantía fundamental y derecho humano a 
ser juzgado dentro de un plazo razonable o ser puesto en libertad. Por 
consiguiente, debiendo hacer parte del debido proceso cautelar, la norma que 
fija ese plazo y asigna una consecuencia jurídica a su incumplimiento no es 
una institución propia o privativa del esquema de investigación y juzgamiento 
acusatorio-adversarial desarrollado por la Ley 906 de 2004, por lo que su 
aplicación retroactiva a situaciones gobernadas por la Ley 600 de 2000 de 
ninguna manera resquebraja el “sistema mixto” previsto en esta última 
codificación.  
 
De suerte que, por las anteriores razones, el parágrafo 1º del art. 307 de la 
Ley 906 de 2004, modificado por el art. 1º de la Ley 1786 de 2016, es del todo 
aplicable a procesos regidos por la Ley 600 de 2000. Por tratarse de un 
derecho fundamental de toda persona investigada o juzgada penalmente con 
privación de su libertad personal, los plazos establecidos en la norma rigen 
para ambos procedimientos».  
 
MEDIDA DE ASEGURAMIENTO - Detención preventiva: plazo máximo de 
duración (Ley 1786 de 2016), vencimiento del término, sustitución de la 
medida de aseguramiento 
 
«JEAB ha estado privado de la libertad por cuenta de esta actuación desde el 
14 de marzo de 2011 hasta el 17 de noviembre de 2016 y desde el 1º de junio 

de 2017 hasta la fecha, esto es, durante 5 años, 9 meses y 19 días, una vez 
descontado el lapso que estuvo privado de la libertad por cuenta del proceso 
radicado con el Nº 43.263, adelantado por esta Corporación, en el marco del 
cual se restringió la libertad entre el 18 de noviembre de 2016 y el 31 de mayo 
de 2017, es decir, 6 meses y 13 días. 
 
Además, no se observa que en la prolongación del término de privación de la 
libertad hayan tenido influencia situaciones que pudieran calificarse como 



 

dilatorias del proceso por parte del acusado o su defensor, pues como 
claramente lo señaló la defensa, la nulidad que obligó repetir en buena 
medida la actuación no es atribuible a esa parte. 
 
Aplicadas las anteriores premisas a la situación procesal del acusado, salta a 
la vista que, por haberse sobrepasado con creces el término máximo de 

vigencia de la medida de aseguramiento -incluso contabilizando la prórroga 
que cabe por tratarse uno de los delitos juzgados de aquellos de conocimiento 
de la justicia especializada- existe una vulneración a la garantía fundamental 
a ser juzgado dentro de un plazo razonable; en consecuencia, a aquél le asiste 
el derecho de afrontar el juicio en libertad -con el cumplimiento de 
determinadas garantías-». 
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